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La desobediencia civil es un acto público, no violen-
to, consciente y político, contrario a la ley, realizado 
con el deseo de provocar un cambio en el derecho o 
en la dirección política del gobierno.
John Rawls
El tema de este artículo no solo consume largas páginas entre los estudiosos, sino también mucha tinta en la prensa diaria; en cierta medida, el interés despertado 
por la desobediencia civil ha sido consecuencia de la actual crisis en la que se hallan 
sumergidas las democracias y los sistemas de legitimidad. La no representación de al-
gunas demandas sociales y la concreción de la representación en determinados círculos 
minoritarios de poder, ha dado lugar a un enorme crecimiento de las desobediencias. 
En este contexto, plantear una posible justificación de la desobediencia civil implica 
hablar de una crisis de la legitimidad del Estado Democrático.
La idea de legitimidad supone no sólo la aceptación, sino también el reconocimiento 
que espera obtener el Estado de sus ciudadanos. La legitimidad tiene un sentido de con-
tenido del cual carece la legalidad. Un Estado puede ser perfectamente legal, faltándole 
toda legitimidad. Cuando hablamos de una crisis de la legitimidad nos referimos a una 
aceptación social de la misma; esto es lo que responde a su verdadero significado y lo 
que la separa de la simple legalidad. Tradicionalmente se ha distinguido entre la legiti-
midad legal, que supone la adecuación de los comportamientos a la ley, y la legitimidad 
social, que se apoya en el reconocimiento y aceptación de quienes forman parte de la 
sociedad. Una legitimidad así concebida es un concepto predicable del Estado y de los 
poderes públicos.
Los actos de desobediencia apuntan a una crisis de la legitimidad, puesto que ellos 
reflejan un disentimiento de los ciudadanos con respecto a las políticas y acciones del 
gobierno. Este disentimiento no es más que el reflejo de una evidente contradicción: un 
estado perfectamente legal, pero carente de legitimidad.
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En los últimos debates, en su mayoría dominados por juristas y filósofos, se defiende 
la tesis de que un acto de desobediencia civil puede estar justificado en función de los 
intereses pretendidos con los actos de desobediencia.
 
La exposición que se hace en las páginas siguientes es una defensa iusfilosófica de la 
desobediencia civil, vista como una protesta de ciudadanos que ejercen crítica polí-
tica pública cuando desobedecen normas injustas en un Estado falto de legitimidad; 
siguiendo los postulados de Jürgen Habermas, presento la desobediencia civil como 
una respuesta de los ciudadanos a la crisis de la legitimidad del estado democrático de 
derecho. Defiendo la tesis habermasiana según la cual si un Estado de Derecho ordena 
el cumplimiento de normas legales que no tienen apoyo de los ciudadanos; estas nor-
mas carecen de toda legitimidad. Dentro de este contexto, una posible justificación de 
la desobediencia civil merece ser tenida en cuenta.
LA DESOBEDIENCIA CIVIL EN JÜRGEN HABERMAS
El trabajo de Habermas sobre la desobediencia civil es una respuesta a una polémica 
levantada en Alemania sobre las posibles consecuencias de una justificación de la des-
obediencia civil.1 Interviniendo en la polémica, Habermas se enfrenta a la opinión de 
quienes defendían un radical legalismo de corte autoritario, sostenido por el formalis-
mo de que la ley es la ley y por tanto se debe obedecer. Desde esta perspectiva se argu-
mentaba que quien practica la desobediencia civil juega con la seguridad jurídica, uno 
de los más supremos y vulnerables logros culturales. En oposición a esto Habermas 
defiende la idea de que la desobediencia civil se encuentra en el punto intermedio entre 
legalidad y legitimidad. Una desobediencia civil se justifica siempre que se propugne la 
idea de un Estado de Derecho orientado hacia su propia realización y no se tenga como 
único criterio el derecho positivo.
La contemplación habermasiana de la desobediencia civil tiene como presupuesto la 
crisis de la legitimidad del Estado Democrático de Derecho. Habermas parte de la pre-
tensión de legitimidad del Estado de Derecho quien requiere de sus ciudadanos la acep-
tación del ordenamiento jurídico. Esa aceptación y obediencia a la ley tiene que darse 
dentro de un reconocimiento reflexivo y, por lo tanto voluntario, de aquella aspiración 
normativa a la justicia que late en todo ordenamiento jurídico.2
Para Habermas, el Estado constitucional moderno solo puede aspirar a la obediencia 
de los ciudadanos a la ley si está se apoya sobre principios reconocidos a cuya luz 
pueda evaluarse y justificarse como legítimo o ilegítimo lo que se presenta como le-
1 Habermas. J. La desobediencia civi!. Piedra de toque en el Estado democrático de Derecho. 
Ensayos políticos. Ediciones península, Barcelona, 1997.
2 Ibid Pag. 57.
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gal. Consecuentemente con esto, considera que quien pretenda distinguir con intención 
normativa entre legalidad y legitimidad tendrá que señalar principios constitucionales 
legitimadores que son valiosos en sí mismos y merecen reconocimiento. La idea de 
Habermas es que la legitimidad del Estado Democrático de Derecho no se fundamenta 
sobre la pura legalidad; para él, la legitimidad se enfrenta al concepto de legalismo au-
toritario, sostenido por el formalismo de la ley, pero sin el apoyo y consentimiento de 
la sociedad. La legitimidad, en cambio, es la cualidad del poder o de las normas cuando 
son aceptadas y reconocidas por todos en la sociedad.
La aspiración a legitimación del Estado Democrático de Derecho no queda satisfecha 
por el hecho de que las leyes, sentencias o medidas se pronuncien y se adopten se-
gún un procedimiento descrito. Lo que evidencia que no es suficiente una legitimidad 
procedimenta! para garantizar la legitimidad del derecho. El propio procedimiento así 
como la totalidad del ordenamiento jurídico han de poder justificarse fundándose en 
principios que han de contar con el reconocimiento de todos, con independencia de que 
el derecho positivo coincida con ellos o no.3
El Estado de Derecho, al no fundamentar su legitimidad sobre la pura legalidad, no 
puede entonces exigir de sus ciudadanos una obediencia jurídica incondicional, sino 
una obediencia cualificada. Para Habermas esta cualificación de la obediencia a ley es 
necesaria ya que no puede excluirse que dentro de un ordenamiento jurídico comple-
tamente legítimo subsista una injusticia legal que no admita corrección. De hecho, en 
el Estado de Derecho se goza de la existencia de posibilidades de revisión institucio-
nalizadas que permiten revisar, en plazos previsibles, las decisiones de los órganos es-
tatales que funcionen dentro de la legitimidad procedimental. La experiencia histórica 
ha mostrado que la jurisprudencia a menudo tropieza con grandes retos a los que hay 
que contestar con correcciones e innovaciones si se quiere mantener la legitimidad del 
ordenamiento jurídico con sus propios principios.
Como defensor de la legitimidad, Habermas considera que el Estado de Derecho que 
quiera mantenerse se encuentra ante una doble paradoja; proteger y mantener viva la 
desconfianza frente a una injusticia que puede manifestarse legalmente y la idea de 
que tal desconfianza no puede adoptar una forma institucionalizada. La solución a esta 
paradoja la halla Habermas en la cultura política de una sociedad democrática.
La cultura política presupone a los ciudadanos dotados de una capacidad de raciocinio 
y disposición a aceptar riesgos necesarios que son imprescindibles en situaciones de 
transición, así como reconocer las violaciones legales de la legitimidad y actuar ilegal-
mente por convicción moral, cuando no sean posibles otros procedimientos.4
3 Ibid. Pág. 58. 
4 Ibid. Pág. 5
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Desde esta perspectiva, Habermas estaría de acuerdo en justificar la posibilidad de 
una desobediencia civil sólo cuando las normas democráticas del Estado, así como las 
decisiones de quienes ejercen el poder político se cuestionen como ilegítimas por parte 
de los ciudadanos. Lo que determina que normas legales sean vistas por los ciudadanos 
como ilegítimas son los principios morales reconocidos por todos y sobre los cuales 
el Estado Constitucional fundamenta su esperanza de que los ciudadanos lo acepten 
libremente.5Teniendo en cuenta esto, la desobediencia civil aparece, entonces, como un 
acto ilegal, pero que se realiza invocando fundamentos legitimatorios compartidos en 
el ordenamiento de un Estado Democrático de Derecho.
Quienes sufren la injusticia utilizan la desobediencia civil porque no cuentan con los 
medios suficientes -posición en la sociedad, oportunidades, acceso a los medios de 
comunicación, etc- para hacer oír su voz. Así, pues, la desobediencia civil suele ser 
la última oportunidad que tienen los ciudadanos para corregir los errores que suelen 
presentarse en el proceso de aplicación al derecho e implantar innovaciones al ordena-
miento jurídico.
Aquí es evidente que, para Habermas, recuperar la legitimidad perdida es incidir en la 
propulsión de una constitución y un Estado de Derecho abierto e inacabado, pues el 
contenido de la constitución es, en su mayor parte, indeterminado; por consiguiente, 
vive de la interpretación orientada a la actualización y renovación del sistema jurídico, 
siempre que se considere indispensable.
En apoyo a la tesis de que la desobediencia civil pueda convertirse en un arma para 
corregir los errores de la aplicación del derecho e implantar nuevos puntos de vistas en 
el ordenamiento jurídico, la opinión de Ronald Dworkin resulta muy pertinente: “Dado 
que el derecho y la política se encuentran en una adaptación y revisión permanente, lo 
que aparece como desobediencia prima facie puede resultar después el preanuncio de 
correcciones e innovaciones de gran importancia. En estos casos, la violación civil de 
los preceptos son experimentos moralmente justificados, sin los cuales una república 
viva no puede conservar su capacidad de innovación ni la creencia de sus ciudadanos 
en su legitimidad.”6
LA DESOBEDIENCIA CIVIL COMO ELEMENTO DE LA CULTURA POLÍTICA
El hecho de que la desobediencia civil pueda ser compatible con la idea de Estado de 
Derecho no implica que para una justificación de la desobediencia civil no valgan cier-
5 Ibid. Pág. 6C.
6 R. Dworkin, Civil Desobodience. Talking Rights Seriously, Mass. 1997. Temado de Habermas. 
La desobediencia civil piedra de toque en el Estado democrático de Derecho. Op. Cít. Pág. 61.
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tas restricciones. Habermas  considera  que las restricciones son válidas tanto para quie-
nes desobedecen como para el Estado mismo. Según su opinión quienes desobedecen 
también pueden equivocarse y pretender justificar su desobediencia bajo fundamentos 
inapropiados.7 Así, pues, los ciudadanos que quebrantan la ley han de comprobar si su 
decisión de recurrir a la desobediencia es proporcional a las exigencias que persiguen 
o, si más bien, sus peticiones se derivan de impulsos narcisistas o de un espíritu elitista.
En lo que se refiere al Estado, éste tiene que seguir mostrando respeto por aquellos que 
disienten y actúan ilegalmente, y por supuesto tiene que prescindir de aplicar todo su 
potencial sancionador a los desobedientes; primero, porque quienes desobedecen no 
ponen en cuestionamiento el conjunto del ordenamiento jurídico, ellos reconocen el 
orden legal imperante; y segundo, porque un Estado de Derecho no sería congruente 
consigo mismo, si no diera a entender que el que viola una norma puede ser un protec-
tor potencial de su legitimidad.
Las anteriores restricciones son propias de una cultura política madura, y solamente 
serán posibles de reconocer en un Estado de Derecho cuando la desobediencia civil 
cumpla tres condiciones: primero, el ordenamiento jurídico ha de permanecer intacto; 
de aquí se sigue que el desobediente civil no actúa a espaldas del aparato protector del 
Estado. Segundo, él que quebranta la norma ha de hacer frente a las consecuencias jurí-
dicas de su acción; este requisito supone que los desobedientes han de hacer pública su 
decisión de desobedecer a la ley. Tercero, finalmente se espera que con independencia 
de sus convicciones íntimas, los desobedientes sean capaces de justificar su desobe-
diencia mediante postulados fundamentales reconocidos que legitiman la constitución.8
La posibilidad de una desobediencia civil justificada en un Estado de Derecho solo 
puede darse cuando concurren estas tres condiciones. Por ello, Habermas argumenta 
que la desobediencia civil aparece como un patrimonio irrenunciable en una cultu-
ra política madura cuando fracasa la constitución ante ciertos retos. Es entonces el 
momento en que los ciudadanos que no disponen de oportunidades privilegiadas de 
ejercer influencia, han de ejercer las funciones inmediatas del soberano recurriendo a 
la desobediencia civil con el propósito de dar un impulso a las necesarias correcciones 
e innovaciones que deben hacerse al derecho.
El Estado de Derecho que persigue la desobediencia civil como si fuese un delito co-
mún, incurre en un legalismo de corte autoritario que niega toda posible justificación de 
la desobediencia civil, basándose en un positivismo estricto. Este positivismo supone 
7 Habermas, considera que los ciudadanos también pueden equivocare a’ tomar sus convicciones 
moróles no como un privilegio, sino como justificación exculpatoria de su desobediencia. “Los locos 
de hoy no tienen por qué ser los héroes del mañana: muchos de ellos siguen siendo mañana ios locos de 
ayer”, ibid. Pág. 61.
8 Habermas. Derecho y Violencia. Op. Cít. Pág. 86.
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que la interpretación de la constitución es una operación de carácter técnico-jurídico 
y que, por tanto, debe quedar reservada a los especialistas. Dentro de esta perspectiva, 
tendría sentido afirmar que los legos deben callar. Pero si se piensa como Habermas 
que la pretensión de legitimidad del Estado Democrático de Derecho viene dada por el 
reconocimiento y aceptación de los ciudadanos, entonces se excluye toda posibilidad 
de sustentar el planteamiento positivista.
Dentro de estas consideraciones hay una idea que merece ser resaltada. Esta idea plan-
tea que la desobediencia civil se fundamenta en razones de conciencia moral.9 Lo que 
expone el filósofo es que la conciencia del individuo no se apoya únicamente en con-
vicciones puramente subjetivas o religiosas pues, dentro de esta visión, sería impo-
sible ubicar la desobediencia civil- La conciencia se desarrolla intersubjetivamente, 
ella interactúa con otras conciencias y logra extenderse hasta abarcar todo aquello que 
afecta a los demás. La conciencia, afirma Habermas, se halla obligada por el consenso 
constitucional. En este sentido, apela a principios constitucionales y fundamentos legi-
timatorios, general¬mente compartidos por todos en la sociedad.
Teniendo en cuenta lo anterior, la desobediencia civil surge cuando un buen número 
de conciencias coinciden en percibir la evidencia de la injusticia de ciertas normas que 
las afectan. La desobediencia civil refleja, como dice Hannah Arendt, “el escepticis-
mo de los ciudadanos hacia el poder político para considerarlo capaz de producir un 
cambio en la ley o en las políticas del gobierno, cuando fallan las alternativas legales 
para conseguir un pronunciamiento sobre la invalidez de una determinada disposición 
jurídica”10 como vemos el punto de arranque de la desobediencia civil es la desconfian-
za de los ciudadanos hacia el poder institucional. En Habermas, este escepticismo hacia 
el poder institucional tiene que ver con ia idea de que supuestas normas legales pueden 
ser vistas por los ciudadanos cómo ilegítimas.
El reclamo y respaldo que los planteamientos habermasianos dan a la desobediencia 
civil se apoya en la idea de que un Estado de Derecho, que se presuponga democrático, 
tiene que encontrar la manera de acomodar a quienes disienten, puesto que en ellos se 
mantiene vivo el potencial encaminado a la renovación del consenso constitucional. El 
Estado democrático que no le es indiferente esta idea, debe encontrar un lugar para la 
desobediencia civil. Los desobedientes civiles no pueden ser tratados como criminales, 
ni como revolucionarios, puesto que existen grandes diferencias entre quienes desafían 
la ley ocultando su identidad y quienes violan las leyes públicamente; entre quienes ha-
cen uso de la violencia para lograr sus propósitos y aquellos que recurren a estrategias 
propias de los desobedientes. De aquí se deduce que la no violencia debe ser un rasgo 
9 Habermas piensa que la decisión de correr el riesgo de una desobediencia civil debe tomarla 
cada uno por sí mismo atendiendo a su propia conciencia.
10 Arrend H. La crisis de la República. Sobre la desobediencia civil. Ed. Santillana.Españal 998. 
Pag. 83.
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característico de la desobediencia civil si lo que se pretende es mantener abiertos los 
canales de negociación.
Quienes participan en la desobediencia civil tienen la intención de hacer un llamado a 
la sociedad con el propósito de generar un debate que incluya el tema en la agenda po-
lítica y obligue a reconsiderarlo. Por sus especiales características - publica, no violenta 
y en masas - la desobediencia civil puede ser vista como un medio de incidencia en la 
opinión publica cuando no se cuenta con los suficientes canales para hacer un llamado 
a la sociedad. Esto no significa que la desobediencia civil esté siempre justificada, pues 
han de confluir cierto tipo de consideraciones y circunstancias para poder determinar 
bajo qué supuestos la desobediencia civil puede estar justificada en un Estado Demo-
crático de Derecho. Desde el análisis de los problemas de legitimidad del Estado mo-
derno, Habermas nos plantea una vía que insiste en ver la desobediencia civil como un 
instrumento de recuperación de la legitimidad perdida y de propulsión de un Estado de 
Derecho que hay que construir.
Una vez que los actos de desobediencia se ejecuten dentro de los parámetros estipula-
dos, se llega a la conclusión de que se ha dado una constelación de circunstancias que 
justifican la desobediencia civil. Esto no quiere decir que todos los actos de desobe-
diencia estén siempre jurídicamente justificados, ni mucho menos que lo estén frecuen-
temente, pero sí pone de manifiesto que la tesis de que la desobediencia civil nunca 
puede estar justificada es insostenible.
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